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COLEGIO DE ABOGADOS DE BELL VILLE

Rivadavia 67

T.E. – FAX: 03534-415850/419026

E – mail: cabogadosbv@nodosud.com.ar

Sitio Web: www.cabogadosbv.org.ar

Ley  Nº 5805

Bell Ville –Cba.-


Bell Ville, 25 de Julio de 2012.-

AL SEÑOR PRESIDENTE DEL

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA  

DR. Domingo Juan SESIN

S                               /                             D:

De nuestra mayor consideración:

                                                      Nos dirigimos a Ud. y por su digno intermedio al Excmo. Tribunal Superior de Justicia de la Provincia, en nombre del Colegio que representamos, a los fines de  expresar nuestro desacuerdo con lo dispuesto  con el Acuerdo Reglamentario 1102 Serie “A” de fecha 19/06/2012.-
Que el acuerdo que cuestionamos, dispone aumentar a 40 JUS el límite de ingresos para ser beneficiarios del sistema de asistencia jurídica gratuita provincial.

Que para fundamentar el aumento el Tribunal ha invocado la facultad que tiene, para modificar el límite establecido cuando las circunstancias económicas-sociales tornaren notoriamente inadecuado el tope legal.

Así, en su acordada han manifestado los altos magistrados: “Que desde la fecha del dictado de la mentada ley provincial, se han producido cambios relevantes en las variables económicas, provocando mutaciones en los ingresos de los ciudadanos de la Provincia, todo lo cual ha producido una palmaria reducción en la significación económica de los veinte (20) Jus establecidos por el legislador, cifra que se ha visto superada por el proceso inflacionario.”

Que el aumento dispuesto – de 20 a 40 JUS-, no se condice con la realidad social y económica del país, toda vez que esto implica un incremento superior al 528%, desde el año 2008 a la fecha, porcentaje que supera todos los índices de variables económicas conocidos, tanto oficiales como privados.

Que el JUS, desde el año 2008 en que se estableció en la suma de $ 50 a la fecha, ha aumentado un 264%, mientras que el índice de precios al consumidor conforme los datos del INDEC se ha incrementado en el 72,50%, mientras que de las consultoras privadas dicha variable no va más allá del 105%. 

Si tomamos el precio del dólar estadounidense, también se observa que éste no ha aumentado en semejante proporción, siendo que en el año 2008 cotizaba a $ 3,40 y hoy su cotización oficial en Córdoba no supera $ 4.62 e incluso en el mercado paralelo no cotiza más de $ 6,40

Esto quiere decir que desde el año 2008 el salario de los jueces, se ha ido recomponiendo por encima del costo de vida y cualquier otro índice inflacionario, por ende el JUS ha seguido el mismo derrotero. 

Ello significa que lejos de haber un desfasaje entre la realidad socio económica del país y el tope de ingresos legal para acceder al sistema de asistencia jurídica gratuita, vemos que se ha producido una ostensible mejora, pues en el año 2008 el ingreso de la persona que pretendía este beneficio, no podía superar los $ 1.000, mientras que a la fecha de la acordada -20 JUS-, era de $ 2.640.

Por ello, los fundamentos dados por el alto Tribunal basados en el proceso inflacionario del país, carecen de sustento fáctico y los números supra expuestos son más que elocuentes en este sentido.

Por otra parte, la duplicación del tope de ingresos dispuesta, acarreará que el mayor porcentaje de la masa de asalariados, tanto del sector privado como público, podrá acceder a este beneficio, lo que implicará un incremento desmedido en el trabajo de los Asesores Letrados de las distintas sedes judiciales, que de por sí ya son insuficientes y tienen su despachos colapsados.

Esto, lejos de ser una mejora en el acceso a la justicia, significará un franco deterioro en la calidad del servicio y por ende se verán directamente afectados los derechos de los más necesitados.

Además los justiciables cuando no pueden abonar los gastos causídicos, cuentan con el recurso legal para solicitar el beneficio de litigar sin gastos, lo que les permite en muchos casos acudir a la justicia, con patrocinio letrado de un abogado particular.

Esta medida afecta también la fuente laboral de los letrados litigantes y lejos de ser esta una expresión corporativa o egoísta, es un llamado a la reflexión pues los abogados somos parte indispensable en el servicio de justicia como auxiliares de ésta y no es con el recorte de sus ingresos, trasladando en masa potenciales clientes, al sistema de asistencia jurídica gratuita, que se logrará una mejor calidad en nuestro servicio.

Entendemos que la decisión ha sido por lo menos apresurada, que no ha merecido la atención necesaria por parte del Tribunal y se parece más a una decisión política, que a un acto acorde con lo esperado de este alto cuerpo. 

En consecuencia solicitamos que se revea la decisión adoptada y se restituya el tope máximo legal para acceder al servicio de asistencia jurídica gratuita, al vigente hasta el día 19 de Junio del cte. año.
Sin otro particular, saludamos a Ud. Atentamente.

JUAN PABLO MIGUEL



RICARDO HORACIO BALLARI
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